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CJI/SO/I/doc.5/96
















30 enero 1996
















Original: español


COOPERACIÓN INTERAMERICANA PARA ENFRENTAR EL TERRORISMO

(presentado por el doctor Miguel Ángel Espeche Gil)

1.
El tema del terrorismo ocupó en décadas pasadas la atención del Comité y fue nuevamente incorporado en la agenda de este Organo en agosto de 1994.


En esta última oportunidad, la denominación asignada inicialmente al tema fue "Cooperación Interamericana para enfrentar el terrorismo internacional". A partir de las sesiones de 1995 (CJI/RES.II-19/95) pasó a ser Cooperación Interamericana para Enfrentar al Terrorismo. El Comité entendió que el tratamiento de la materia versaría sobre el fenómeno terrorista sin aditamentos.


Se encomendó al relator continuar el estudio del tema y la presentación de un nuevo informe.

2.
La cuestión viene siendo objeto también de estudio por parte de la Asamblea General (XXV período de sesiones) y de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA que formó un Grupo de Trabajo sobre el tema que se halla bajo la presidencia de la Embajadora del Perú ante la OEA, doctora Beatriz Ramacciotti. En ese carácter la Embajadora participó de la sesión del Comité en el período de sesiones de agosto de 1995.


Dado que el tema se halla tratamiento en distintos órganos de la Organización, el enfoque que ha de asumir el Comité debe tener en cuenta dicha circunstancia para evitar la duplicación innecesaria de trabajos.

3.
Para la consideración del tema se hacía necesario contar con la documentación de apoyo que ha sido preparada por el Departamento de Desarrollo y Codificación del Derecho Internacional de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos:


a)
Desarrollo del tema del terrorismo en el marco de la OEA (OEA/Ser.G. CP/CAJP-1035/95, 6 set. 1995).


b)
Principales esfuerzos jurídicos a nivel internacional en materia de terrorismo: Sistematización de las convenciones internacionales en vigor (OEA/Ser.G. CP/CAJP-1039/95, 28 set. 1995).


c)
Aspectos Jurídicos del Terrorismo: aportes de la Doctrina Internacional, Estudio Comparativo de los principales convenios internacionales en la materia, y desarrollo del tema en el seno de la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas. (OEA/Sec. Gral. CJI/doc.11, 16 ene. 1996).


d)
Examen de las legislaciones internas de los Estados Miembros de la OEA en materia de terrorismo (Primera versión provisional) (OEA/Sec. Gral. CJI/doc.12, 16 ene. 1996).

4.
Sobre la base de dichos documentos y teniendo en consideración las opiniones vertidas durante las reuniones del Grupo de Trabajo sobre Terrorismo, el Departamento de Derecho Internacional redactó un documento que puso a disposición del Relator titulado "Anteproyecto de Convención Interamericana para la Prevención y Eliminación del Terrorismo".


 Se trata de un texto de 15 artículos con los principales aspectos del tema. Constituye un avance en la línea del tratamiento convencional de la cooperación hemisférica para combatir este flagelo que será asimismo analizado por el Grupo de Trabajo con miras a la Conferencia Especializada.


Dado el grado de adelanto en la consideración del tema que significa el citado Anteproyecto, se sugiere adoptar el mismo temperamento que se aplicó con respecto al tema corrupción y que el Comité analice el anteproyecto de la Subsecretaría y considere las observaciones hechas al mismo por el relator y que se acompañan como anexo.

5.
La adopción de esta metodología para abordar el tema no excluye otras posibilidades de análisis en la búsqueda de medidas eficaces de combate al terrorismo en sus aspectos disuasorias y represivas. En los informes de 1994 y 1995 (CJI/SO/II/doc.47/94 y CJI/SO/I/doc.4/95), el relator sostenía y sostiene que la trama normativa vigente del Sistema Interamericano daría pie para la adopción de medidas que pueden ser válidas para responder al desafío terrorista particularmente en el aspecto preventivo.


La Carta de la OEA establece varias normas cuya adecuada aplicación puede dar cabida a medidas eficaces contra la amenaza terrorista. A modo de ejemplo: capítulos I y II los artículos 2 incisos b), d); 3 inciso b), d), g); 10, 12, 17, 21, 22, 27, 28; artículo X; artículo 81, 82, 90.


Por otra parte y de modo más específico al tema que nos ocupa el TIAR sería de aplicación, si bien, como se ha hecho notar acertadamente, la circunstancia de que no todos los países miembros son parte de este tratado disminuiría notablemente la eficacia de medidas que se adoptaren en ese marco jurídico.


Al respecto en el informe inicial de 1994 se afirmaba:



"Con un agravamiento con respecto a otras acciones englobadas bajo la denominación de terrorismo, los actos de violencia recientes tienen una envergadura que denota un empleo de medios semejantes al de operaciones militares. los episodios que han tenido lugar mediante el empleo de explosivos han sido de tal dimensión tanto en su planificación como en los efectos logrados, al de los bombardeos, con sus efectos letales expandidos a las poblaciones civiles de los países afectados más allá del supuesto blanco a que se dirigían las acciones. Esto nos lleva a reflexionar si no estamos frente a lo que podíamos denominar "ataques armados", ................................................



Si se aceptasen los parámetros más arriba reseñados para encuadrar el concepto de los hechos delictivos bajo examen, no estaríamos lejos de la posibilidad de asimilarlos con sus consecuencias jurídico-institucionales - a los que dan lugar a la puesta en funcionamiento de los dispositivos del TIAR, se invoque o no a dicho tratado. (dada la restricción formulada más arriba sobre el carácter restrictivo de la pertenencia del TIAR, esta argumentación resulta no obstante válida con relación a la Carta de la OEA).



"Esta vía de análisis nos lleva a una primera aproximación en la medida en que para enfrentar esta nueva amenaza no sería necesario entonces adoptar nuevos instrumentos jurídicos con todo el trabajoso proceso que lleva la firma de un tratado o convención y su posterior vigencia".


Habida cuenta de que no ha hallado mayor eco la propuesta de profundizar esta vertiente jurídica para el tratamiento del tema, por el momento no insistiremos en su planteamiento. 
ANEXO I

PROPUESTA DE MODIFICACIONES DEL RELATOR AL TEXTO DEL
ANTE-PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA

PARA LA PREVENCIÓN Y ELIMINACIÓN DEL TERRORISMO
PREPARADO POR LA SUBSECRETARÍA DE ASUNTOS JURÍDICOS

DEPARTAMENTO DE DESARROLLO Y CODIFICACIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL
Artículo 1

Objetivos y Fines


Los Estados Parte en la presente Convención se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias, a fin de prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo. Para tal efecto, asumen el compromiso de fortalecer la cooperación internacional a fin de desarrollar acciones coordinadas que permitan lograr los objetivos propuestos.

Artículo 2

Ámbito de Aplicación de la Convención


Para efectos de la presente Convención, se considerarán actos terroristas, cualesquiera sea el móvil, medios utilizados y alcances, toda amenaza o uso de violencia ilegal, con objeto de generar terror o alarma generalizados, en todo o parte de la población y que constituyen un grave peligro para la vida, la integridad física, material o moral, o la libertad de las personas. Se considerarán actos terroristas (entre otros) los siguientes:


a)
El ataque grave contra la vida, la integridad física, material o moral, y la libertad de las personas, particularmente la de aquellos que gozan de protección internacional especial, tales como los jefes de Estado, jefes de gobierno, ministros, y agentes diplomáticos, así como los miembros de sus familias;


b)
El uso de artefactos explosivos cualesquiera sea su tipo tales como bombas, granadas, cohetes, objetos o paquetes bomba, armas destructivas, entre otros;


c)
El secuestro y la toma de rehenes;


d)
La destrucción, apoderamiento o control de una aeronave, nave, o medio de transporte masivo en marcha, y cualquier otro acto que constituya un peligro para su seguridad;


e)
Los actos de violencia que pongan en peligro la seguridad de aeropuertos, puertos o terminales de diverso tipo, que sirvan al tráfico aéreo, marítimo o terrestre;


f)
El uso ilegal de material nuclear.


La presente Convención se aplica también a la tentativa, la complicidad, la participación directa o indirecta y la extorsión conexa con los actos descritos en el presente artículo.


Se considerará como agravante, los actos de terrorismo perpetrados o encubiertos con abuso de las inmunidades y privilegios diplomáticas de que gozan los representantes diplomáticos de los Estados.

Artículo 3

Medidas Internas

Los Estados Parte que no tuvieren contempladas en su ordenamiento legal las conductas descritas en el artículo anterior, se comprometen a tipificar dichos actos terroristas, estableciendo para los mismos penas severas. Los Estados Parte informarán periódicamente al depositario sobre las leyes y regulaciones adoptadas en aplicación de esta Convención. El depositario comunicará dicha información a los demás Estados Parte.

Artículo 4

Tratados de Extradición

Los actos descritos en la presente  Convención se considerarán delitos comunes que dan lugar a extradición en todo tratado que sobre la materia hayan celebrado o celebraren los Estados Parte. De no existir tratado, la presente Convención se considerará como base jurídica para que proceda dicha extradición.

Artículo 5
Preparación y Planificación de Actos Terroristas

que puedan afectar a otros Estados Parte

Los Estados Parte se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias a fin de impedir que dentro de sus territorios se preparen, organicen o planifiquen actos terroristas que puedan afectar a otros Estados con el objeto de ser perpetrados fuera de su territorio. Si un Estado Parte tuviere razones suficientes para considerar que se prepara un delito, deberá notificar a todos los Estados que pudieren resultar afectados toda información e indicios que estén a su disposición.

Artículo 6

Intercambio de Información

y otras Medidas de Cooperación


Los Estados Parte se comprometen a intercambiar toda la información de que dispongan y a coordinar la adopción de todo tipo de medidas de cooperación a fin de impedir que se cometan los actos terroristas materia de la presente Convención.

Artículo 7

Fomento y Apoyo de Actividades Terroristas


Los Estados Parte se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias a fin de impedir que dentro de sus territorios se fomente la acción terrorista mediante la organización y difusión de propaganda o actos de apología del crimen, así como otras actividades de personas, grupos y organizaciones que alienten, instiguen, organicen o se involucren en la perpetración de dichos actos. También adoptarán todas las medidas necesarias, sin perjuicio de los derechos y libertades contempladas dentro de sus respectivos ordenamientos, a fin de impedir el abuso de información que tienda a propiciar las acciones terroristas, y en particular, a generar un mayor estado de alarma dentro de la población.

Artículo 8

Jurisdicción

Perpetrado el delito, los Estados Parte estarán facultados a adoptar todas las medidas necesarias para ejercer respecto del mismo su jurisdicción, a saber:


a)
El Estado en cuyo territorio se hubiere producido el delito o se hayan producido sus efectos;


b)
El Estado de bandera o de matrícula de la nave, aeronave o medio de transporte contra el cual se haya perpetrado el delito;


c)
El Estado Parte del que fuere nacional o residente permanente el agraviado, o en cuyo nombre éste ejerza funciones al momento del delito;


d)
El Estado del que fuere nacional o residente permanente el presunto delincuente;


e)
El Estado compelido a realizar o abstenerse de realizar algún acto como consecuencia del delito.

Artículo 9

Definición de Presunto Delincuente


Para efectos de la presente Convención se considera presunto delincuente a la persona respecto del cual existiera suficientes elementos de prueba para determinar prima facie que ha cometido o intenta cometer delitos previstos en el artículo 2.

Artículo 10

Medidas Preliminares


Si el presunto delincuente se hallare en el territorio o bajo la protección de un Estado Parte, ya sea que esté o no facultado para establecer su jurisdicción sobre el delito según el artículo 8, éste adoptará sin demora todas las medidas necesarias a petición del Estado interesado, a fin de detenerlo o asegurar su comparecencia y proceder a su extradición, si fuere pertinente.


La detención y demás medidas preliminares se realizarán según el derecho del Estado Parte en que se encontrare el presunto delincuente y se mantendrán únicamente por el tiempo que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un procedimiento de extradición. Dicho Estado notificará inmediatamente a los Estados facultados para ejercer jurisdicción de conformidad con el artículo 8, de todas las medidas que se adoptaren en relación al presunto delincuente y de los resultados de las mismas.

Artículo 11

Calificación de la Procedencia de la Extradición

La calificación de la procedencia de la extradición y del Estado respecto del cual procede, corresponde exclusivamente al Estado Parte bajo cuya jurisdicción o protección se encontrare el presunto delincuente. Dicha calificación se efectuará teniendo en cuenta los criterios enunciados en la presente Convención. Se tomarán en especial consideración las garantías que preste el Estado requeriente en cuanto a los derechos procesales del presunto delincuente.

Artículo 12

Procedimiento de Extradición

Para fines de la extradición:


a)
Se considerará que el delito se ha cometido no sólo en el territorio del Estado en que ocurrió sino en el territorio de todos los Estados facultados para ejercer jurisdicción de conformidad con el artículo 8;


b)
Ninguno de los delitos descritos en la presente Convención se considerará como delito político, delito político conexo con un delito común o delito inspirado en motivaciones políticas.

El Estado requerido podrá negar la extradición cuando tenga razones suficientes para considerar que la solicitud de extradición tiene como fin perseguir, castigar o perjudicar a una persona por motivos de raza, credo, nacionalidad u opinión política, o cuando dicho Estado tenga facultad para ejercer jurisdicción.

Cuando no proceda la extradición solicitada, el Estado Parte en cuyo territorio o bajo cuya protección se hallare el presunto delincuente, deberá someter el asunto, sin excepción ni demora injustificada, a las autoridades penales competentes para su procesamiento. Estas tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a los delitos comunes de carácter grave, de acuerdo con su legislación.

La decisión de no extraditar así como el resultado final de la acción penal ejercida serán comunicados a los Estados Parte facultados para ejercer jurisdicción sobre el delito y que la hubieren establecido previamente, de conformidad con el artículo 8.

Artículo 13

Derechos del Presunto Delincuente

El presunto delincuente gozará del más amplio derecho de defensa y de todas las garantías del debido proceso.

Artículo 14

Medidas de Cooperación

Tan pronto como un Estado Parte tomare conocimiento de la comisión dentro de su propio territorio, de alguno de los delitos previstos en la presente Convención, deberá:


a)
adoptar todas las medidas necesarias para aliviar la situación de las víctimas;


b)
proporcionar en forma completa y oportuna al Estado nacional de las víctimas toda la información que disponga respecto y de las circunstancias del delito;


c)
comunicar a los Estados interesados de la comisión del delito, de las circunstancias de su perpetración y de los datos de que disponga sobre la identidad del presunto delincuente, cuando tuviere razones suficientes para creer que dicha persona ha huido de su territorio.


d)
brindar la mayor cooperación posible en lo referente al procedimiento penal iniciado, suministrando las pruebas pertinentes que obren en su poder al Estado que efectivamente ejerza jurisdicción.

Artículo 15

Seguimiento de las Medidas de Cooperación

para la Prevención y Eliminación del Terrorismo

El depositario se hará responsable de la organización de una Conferencia en la que participarán todos los Estados Parte, cinco años después de la fecha de la entrada en vigor de la presente Convención con el objeto de revisar su vigencia y aplicación y de adaptarla, según sea el caso a las circunstancias imperantes de esa época. Los Estados Parte podrán acordar por unanimidad la celebración de dicha conferencia antes del plazo antes señalado.

ANEXO II

Ante-Proyecto de Convención Interamericana

para la Prevención y Eliminación del Terrorismo
preparado por el Departamento de Desarrollo y Codificación del Derecho Internacional

de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos
Artículo 1
Objetivos y Fines
Los Estados parte en la presente Convención se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias, en el marco de los procedimientos constitucionales y administrativos correspondientes, a fin de prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo. Para tal efecto, asumen el compromiso de fortalecer la cooperación internacional a fin de desarrollar acciones coordinadas que permitan lograr los objetivos propuestos.

Artículo 2
Ambito de Aplicación de la Convención
Para efectos de la presente Convención se considerará como actos terroristas, cualesquiera sea el móvil, medios utilizados y alcances, toda amenaza del uso de la violencia o uso de la violencia, ilegal y sistemático, con el objeto de generar miedo, temor, intimidacion o alarma generalizados, en todo o parte de la población, y que por sus efectos y modalidad de perpetracion, constituyan un grave peligro para la vida, la integridad física, material o moral, o la libertad de las personas. Se considerará como actos terroristas, (entre otros,) los siguientes:

a.
El ataque grave contra la vida, la integridad física, material o moral, y la libertad de las personas, particularmente la de aquellos que gozan de protección internacional especial, tales como los jefes de Estado, jefes de gobierno, ministros, representantes gubernamentales ante organismos internacionales y agentes diplomáticos, así como los miembros de sus familias.

b.
El uso de artefactos explosivos cualesquiera sea su tipo tales como bombas, granadas, cohetes, objetos o paquetes bomba, armas destructivas, entre otros. 

c.
El secuestro y la toma de rehenes.

d.
La destrucción, apoderamiento o control de una aeronave, nave, o medio de transporte masivo en marcha, y cualquier otro acto que constituya un peligro para su seguridad.

e.
Los actos de violencia que pongan en peligro la seguridad de aeropuertos, puertos o terminales de diverso tipo, que sirvan al tráfico aéreo, marítimo o terrestre.

f.
El uso ilegal de material nuclear.

La presente Convención se aplica también a la amenaza, la tentativa, la complicidad, la participación directa o indirecta y la extorsión conexa con los actos descritos en el presente artículo.

Se considerará como agravante, los actos de terrorismo perpetrados o encubiertos con abuso de las inmunidades diplomáticas de que gozan los representantes de los Estados contratantes.

Artículo 3
Medidas Internas
Los Estados parte que no tuvieren contempladas en su ordenamiento legal interno las conductas descritas en el artículo anterior, se comprometen a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias a fin de tipificar de conformidad con sus procedimientos constitucionales dichos actos terroristas, estableciendo para los mismos penas severas. Los Estados parte informarán periódicamente al depositario sobre las leyes y regulaciones internas adoptadas en aplicacion de esta Convención. El depositario comunicará dicha información a los demás Estados parte.

Artículo 4
Tratados de Extradición
Los actos descritos en la presente Convención se considerarán incluidos entre los delitos comunes que dan lugar a extradición en todo tratado que sobre la materia hayan celebrado o celebren en el futuro los Estados parte. De no existir un tratado la presente Convención se considerará como la base jurídica para que proceda dicha extradición.

Artículo 5
Planificación de Actos Terroristas que puedan afectar

a otros Estados Parte
Los Estados parte se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias a fin de impedir que dentro de su territorio se preparen, organicen o planifiquen actos terroristas que puedan afectar a otros Estados parte con el objeto de ser perpetrados fuera de su territorio. Si un Estado tiene razones suficientes para considerar que el delito está siendo preparado, deberá notificar, tan pronto como sea posible, toda la información que esté a su disposición a todos los Estados que, potencialmente, pudieren resultar afectados.

Artículo 6
Intercambio de Información y otras Medidas

de Cooperación
Los Estados parte se comprometen a intercambiar toda la información de que dispongan y a coordinar la adopción de todo tipo de medidas de cooperación interestatal a fin de impedir que se cometan los actos terroristas materia de la presente Convención.

Artículo 7
Fomento y Apoyo de Actividades Terroristas
Los Estados parte de comprometen a adoptar todas las medidas necesarias a fin de impedir que dentro de su territorio se fomente la acción terrorista mediante la organización y difusión de propaganda o actos de apología, así como otras actividades de personas, grupos y organizaciones que alienten, instigen, organizen o se involucren en la perpetración de dichos actos. También adoptarán todas las medidas necesarias, sin perjuicio de los derechos y libertades contempladas dentro de sus respectivos ordenamientos internos, a fin de impedir el abuso de información de actos perpetrados que tiendan a propiciar las acciones terroristas, y en particular, a generar un mayor estado de alarma dentro de la población.

Artículo 8
Jurisdicción
Producido el delito, los siguientes Estados parte estarán facultados a adoptar todas las medidas necesarias para establecer respecto del mismo su jurisdicción, en base a su derecho interno:

a.
El Estado en cuyo territorio se haya cometido el delito o se hayan producido los efectos del delito.

b.
El Estado de bandera o de matrícula de la nave, aeronave o medio de transporte masivo contra el cual se produjo el delito.

c.
El Estado nacional o de residencia permanente del agraviado, o en cuyo nombre éste ejercía funciones al momento del delito.

d.
El Estado nacional o de residencia permanente del presunto delincuente.

e.
El Estado que se ha visto obligado a realizar o a abstenerse de realizar algún acto como consecuencia del delito.

Artículo 9
Definición de Presunto Delincuente
Para efectos de la presente Convención se considera presunto delincuente al sujeto respecto del cual existen suficientes elementos de prueba para determinar "prima facie" que ha cometido o intenta cometer los delitos previstos en el artí_ulo 2.

Artículo 10
Medidas Preliminares
Si el presunto delincuente se halla en el territorio o bajo la protección de un Estado parte, ya sea que esté o no facultado para establecer su jurisdicción sobre el delito según el artículo 8, éste adoptará sin demora todas las medidas necesarias, a petición del Estado interesado, a fin de detenerlo o asegurar su presencia y proceder, de ser el caso, a su extradición.

La detención y demás medidas preliminares se realizarán de conformidad con el derecho interno del Estado parte en que se encuentra el presunto delincuente y se mantendrán únicamente por el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal de extradición. Dicho Estado notificará inmediatamente a los Estados facultados para ejercer jurisdicción de conformidad con el artículo 8, de todas las acciones que se adopten en relación al presunto delincuente y de los resultados de su adopción.

Artículo 11
Calificación de la Procedencia de la Extradición
La calificación de la procedencia de la extradición y del Estado respecto del cual procede, corresponde exclusivamente al Estado parte bajo cuya jurisdicción o protección se encuentra el presunto delincuente. Dicha calificación se efectuará teniendo en cuenta los criterios enunciados en la presente Convención. Se tomarán en especial consideración las garantías que preste el Estado requirente en cuanto a los derechos procesales del presunto delincuente.

Artículo 12
Proceso de Extradición
Para fines de la extradición:

A.
Se considerará que el delito se ha cometido no sólo en el territorio del Estado en que ocurrió sino en el territorio de todos los Estados facultados para ejercer jurisdicción de conformidad con el artículo 8.

B.
Ninguno de los delitos descritos en la presente Convención se considerarán como delitos políticos, delitos políticos conexos con delitos comunes o delitos inspirados en motivaciones políticas.

El Estado requerido podrá negar la extradición cuando tenga razones suficientes para considerar que la solicitud de extradición tiene como fin el perseguir, castigar o perjudicar a una persona por motivos de raza, credo, nacionalidad u opinión política, o cuando dicho Estado tenga, en base a una norma de derecho, facultad para ejercer jurisdicción.

Cuando no proceda la extradición solicitada, el Estado parte en cuyo territorio o bajo cuya protección se halla el presunto delincuente, deberá someter el asunto, sin excepción ni demora injustificada, a las autoridades penales competentes para su procesamiento. Estas tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a los delitos comunes de carácter grave, de acuerdo con su legislación interna.

La decisión de no extraditar así como el resultado final de la acción penal ejercida serán comunicados a los Estados partes facultados para ejercer jurisdicción sobre el delito y que la hayan establecido previamente, de conformidad con el artículo 8.

Artículo 13
Derechos del Presunto Delincuente
El presunto delincuente gozará del más amplio derecho de defensa y de todas las garantías del debido proceso.

Artículo 14
Medidas de Cooperación
Tan pronto como un Estado parte tome conocimiento de la comisión dentro de su propio territorio de alguno de los delitos previstos en la presente Convención deberá adoptar las siguientes medidas:

a.
Adoptar todas las medidas necesarias para aliviar la situación de las víctimas.

b.
Proporcionar en forma completa y oportuna al Estado nacional de las víctimas toda la información que disponga respecto y de las circunstancias del delito.

c.
Comunicar a los Estados interesados de la comisión del delito, de las circunstancias de su perpetración y de los datos de que disponga sobre la identidad del presunto delincuente, cuando tenga razones suficientes para creer que dicha persona ha huido de su territorio.

d.
Brindar la mayor cooperación posible en lo referente al procedimiento penal iniciado, suministrando las pruebas pertinentes que obren en su poder al Estado que efectivamente ejerza jurisdicción.

Artículo 15
Seguimiento de las Medidas de Cooperación para la

Prevención y Eliminación del Terrorismo
El depositario se hará responsable de la organización de una Conferencia en la que participarán todos los Estados parte, cinco años después de la fecha de la entrada en vigor de la presente Convención con el objeto de revisar su vigencia y aplicación y de adaptarla, según sea el caso a las circunstancias imperantes de esa época. Los Estados parte podrán acordar por unanimidad la celebración de dicha Conferencia antes del plazo antes señalado.
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